II FORO INTERNACIONAL DE DERECHOS HUMANOS

“Cómo exigir responsabilidades a los actores estatales, subestatales y al sector privado en el cumplimiento de los DESC”

Primera sesión: Privatizaciones, Servicios Públicos y Recursos Natrurales.

Quiero comenzar esta presentación trayendo a cuenta las siguientes palabras de Franz J. Hinkelammert, resumidas en su trabajo “ EL PAPEL REGULADOR DEL ESTADO Y LOS PROBLEMAS DE LA AUTORREGULACIÓN DEL MERCADO” de 1996.

“...En nombre del antiestatismo las nuevas dictaduras de seguridad nacional actúan en un doble sentido. Por un lado destruyen la sociedad civil surgida en las décadas anteriores. Por eso destruyen los movimientos populares en todos sus ámbitos, sindical, cooperativo, comunal. Destruyen también la organización social derivada de las reformas agrarias en el campo. Destruyen igualmente las organizaciones políticas generadas en vinculación con esta sociedad civil. Por el otro lado, destruyen actividades del Estado, que han acompañado y mediatizado esta sociedad civil, o sea la capacidad del Estado de trazar una estrategia económica en los sistemas de salud y educación...”

... Este nuevo Estado es un Estado de imposición violenta, que ha renunciado al consenso con la población, para destruir la capacidad de la sociedad civil de ejercer resistencia u oposición frente a las líneas impuestas por la política estatal inspirada en la política del mercado total. Es un Estado enemigo de la sociedad civil, que la reduce a la empresa privada...

...El antiestatismo vinculado  con la totalización del mercado exige un vivir y dejar morir, la democracia presupone vivir y dejar vivir”

Introducción

En El Salvador, como en la mayoría de países latinoamericanos, a principios de los años 60,s, en franca oposición a la revolución cubana, Estados Unidos de Norteamérica impulsa de la mano con los gobiernos locales, una política de acciones afirmativas encaminadas a beneficiar a una población mayoritariamente pobre y sin educación. Se introducen modelos de industrialización y otras reformas dentro de un marco de planificación estatal que pretende desarrollar además, un Estado social benefactor. Se aprueban nuevas leyes laborales, algunos países introducen reformas a su sistema educativo y fomentan la salud gratis para todos. 

Durante la década de los 70,s, algunos países de américa del sur y de Centroamérica se caracterizan por su volatilidad democrática, golpes de Estado, gobiernos militares represivos, guerras civiles y desplazamientos masivos de población. A finales de esta década, militares acompañados de la embajada de los Estados Unidos, promueven un nuevo golpe de Estado en El Salvador.

El nuevo gobierno inicia con una serie de reformas estructurales únicas en la historia, nacionaliza la banca, el comercio exterior y da inicio a la reforma agraria, todo ello, con esperanzas de contener el avance de las fuerzas revolucionarias que reclamaban reformas sociales.

La guerra se extiende por todo el territorio nacional y asola campos y ciudades por más de 12 años con un saldo trágico en materia social y económica. Finalmente se logra una solución negociada con la mediación de Naciones Unidas. De los acuerdos surgidos de la negociación, se destacan los dirigidos a la reforma del sistema de justicia, reformas al sistema electoral, a la reducción de atribuciones y efectivos del ejército, a la desaparición de los cuerpos represivos de seguridad, al surgimiento de una nueva Policía Nacional Civil y a la creación de la figura del Procurador Para la Defensa de los Derechos Humanos. 

De esta forma, se introducen reformas a la constitución y se celebra la nueva institucionalidad de post guerra. Causas que en definitiva dieron origen al enfrentamiento armado como la pobreza y la exclusión social fueron remitidas a un futuro foro de concertación entre las fuerzas productivas con la mediación del gobierno, este dialogo no ha sido próspero y continúa siendo en la actualidad una mera expectativa.

Situación de los DESC

El mayor problema en materia de derechos humanos que enfrenta El Salvador es la afectación permanente a los derechos económicos y sociales.

En los años 90,s luego del cese de fuego y la desmovilización de los alzados en armas, según un estudio del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) 
 la economía salvadoreña creció a una tasa promedio anual de 4.5 %; la inflación por su parte, se redujo de un valor promedio anual de 24.7% en los años de la guerra, a un promedio de 2.5 % en los últimos tres años; las importaciones totales se triplicaron; el crecimiento del sistema financiero ha sido evidente y, desde 1995, el déficit fiscal ha reportado valores inferiores al 3% del PIB y la deuda pública externa se ha mantenido por debajo del 25% del PIB, siendo así, El Salvador, uno de los países centroamericanos con menos deuda.

Pese a los indiscutibles avances, menciona el informe citado, El Salvador convive en las diferencias y se relacionan aspectos económicos básicos con mínimos avances y otros donde no ha habido ninguna evolución.

La situación de pobreza es uno de los problemas más graves y se considera que después de los dos terremotos del año 2001, el nivel nacional de pobreza se habría incrementado al 51.1% y el de extrema pobreza al 23. 6%. Para 1999 la pobreza afectaba a unos 2.9 millones de habitantes.

El índice de Desarrollo Humano para 1999 fue de 0.704 por lo que se ubicaba en la posición mundial 100, como un país de Desarrollo Humano “medio”
.

Para el año 2002, El Salvador fue ubicado en la posición 104 de 176 países, para el 2003, se coloca en el lugar 105 de 175 países, se pone de manifiesto cierta decadencia en los estándares internacionales.

 El PNUD resalta que más del 44% de la población salvadoreña no tiene acceso a agua potable; un 24.1% no tiene acceso a los servicios de salud ni a un sistema aceptable de caminos, pese a su estrechez territorial la pobreza marca enormes diferencias entre lo urbano y lo rural.

El gobierno reconoce una tasa de analfabetismo del 17 % sin contar el otro porcentaje de analfabetas funcionales. El déficit de vivienda alcanza las 173, 506 unidades en el área urbana y 378, 098 en el área rural. El Salvador solo conserva un 0.5 de sus bosques y presenta el más grande déficit de recursos hídricos en la región centroamericana.

En el marco de una desatención total a los derechos económicos y sociales, se perfila un marcado interés de pasar a manos privadas, todos aquellos servicios útiles a la población de escasos recursos económicos. Igualmente, las medidas de ajuste estructural representan otro panorama nada halagador.

Durante los últimos dos años, se han presentado graves casos de violaciones a los derechos humanos de la población salvadoreña, especialmente los reconocidos como derechos económicos y sociales, en su mayoría estas violaciones afectan a las clases  pobres del país y se manifiestan a través de una política económica excluyente que privilegia las llamadas “ bondades del mercado”.

Se destacan por su importancia, despidos masivos de trabajadores de instituciones tales como el de Pensiones de los Empleados Públicos (INPEP) ya que al privatizar las cotizaciones de los empleados, agencias privadas controlan los ahorros, en consecuencia, el organismo estatal pasa a ser poco operativo. También se destacan remoción de centenares de empleados del sector público por aplicación del Decreto No. 101. Supresión de contratos individuales de trabajo de empresas autónomas, la suspensión de plazas en el sector público y la negativa de revalorizar el sistema de pensiones para los jubilados del gobierno

Existen condicionamientos que impiden no solo el goce de los derechos económicos y sociales de la mayoría de la población, sino que además impiden al país alcanzar el desarrollo económico y social deseado:


-Políticas de Exclusión social. Más de la mitad de la población económicamente activa continúa percibiendo ingresos inferiores al costo de la canasta básica alimenticia. Su situación se agrava ante la imposibilidad de acceder a salud y educación gratuita ya que el gobierno ha impuesto las llamadas cuotas voluntarias en escuelas y hospitales públicos.


-Falta de acceso a agua potable y saneamiento


-Déficit habitacional


-Desempleo creciente


-Inmigración campo ciudad

Dentro de este contexto y en el camino de la modernidad, en El Salvador, las mujeres continúan teniendo menos oportunidades  que los hombres, su  participación política es marginal o emergente, perciben ingresos más bajos y enfrentan mayores dificultades para un empleo.

-Según un informe reciente del PNUD sobre Centroamérica, en El Salvador, el 21.4% de la población, o sea 1, 393, 214 personas, sobreviven en una situación de extrema pobreza con menos de un dólar diario. El Salvador, es uno de los 4 países en América Latina que menos invierte en gasto o inversión pública lo que trae consigo repercusiones en la estabilidad económica

Una gran parte de la población reside en grandes ciudades de los Estados Unidos de Norteamérica a donde emigraron por los peligros de la guerra en los años 80 y siguen emigrando por la falta de oportunidades nacionales. Para el año 2002, más de 2 mil millones de dólares fueron enviados a familiares que se han quedado en el país. Esta ayuda representa en la actualidad, un 13.5% del PIB del país, un 64.7 % del total de las exportaciones y un 37.3 % de las importaciones lo que prácticamente cubre el déficit de la balanza comercial. 

El Banco Interamericano de Desarrollo (BID) ha manifestado que las remesas enviadas desde los Estados Unidos equivalen a nueve veces la ayuda extranjera y superan en 7 veces a la inversión extranjera directa, no obstante la importancia de éstas, no se combate la pobreza ni se supera la desigualdad social, las remesas familiares en gran parte solo están orientadas al consumo.

El proceso de privatización en El Salvador

Antes de abordar este punto, es necesario identificar la forma en que se ha venido desarrollando el proceso de ajustes estructurales y su vinculado programa de privatización de activos del Estado.


Elementos Originarios

El estancamiento que sufre el desarrollo del sistema capitalista en la década de los 80s se traduce en un déficit productivo y la respectiva merma de las rentas nacionales. De ahí la necesidad de emprender un proceso de cambios radicales que permita de alguna manera refinanciar las economías de los Estados y la recomposición del capital privado.

A partir de ahí, se planifica desde los organismos financieros, una política económica que tendría que desarrollarse mediante un proceso de ajustes estructurales en las economías nacionales fundamentada básicamente en dos componentes, por una parte, la liberalización de la economía a través de aperturas comerciales, la desregulación del mercado y la privatización de activos productivos del Estado. En segundo lugar, se presenta la necesidad de la reforma profunda del Estado, valga decir en todo su aparato jurídico e institucional que posibilite y abra paso a lo primero.

El proceso de privatización se inicia en El Salvador a finales de los 80s. El gobierno de ARENA liderado por un banquero-cafetalero,  inicia el proceso liberando el comercio exterior, sobre todo el del café, sigue posteriormente la privatización de la banca, de las importaciones de petróleo, de los ingenios azucareros, de las redes de distribución de energía eléctrica, del sistema nacional de telecomunicaciones, del sistema de ahorros para pensiones de empleados públicos y privados. En los últimos 4 años le siguen concesiones en el sector de seguridad social, manejo de puertos y aeropuerto y otras concesiones de menor monta. Se dispone por Decreto, cuotas voluntarias en los sistemas de educación y salud y se impone la dolarización de la economía.

Se identifica como la primera fase de las privatizaciones de los activos del Estado, la que iniciara con la eliminación de todos los controles para la exportación del café, el comercio exterior y La privatización del sector financiero, el cual vuelve a sus antiguos dueños. Una segunda fase inicia con la privatización de las empresas públicas como hoteles, fábricas de cemento e ingenios azucareros entre otros, la última fase supone la privatización de los servicios públicos básicos como las telecomunicaciones( ya realizada), la generación y distribución de energía eléctrica y la seguridad social, identificadas como los principales activos financieros del Estado.

Continúa aún sin percibirse los
 efectos de toda esta actividad. Datos sobre acumulación de riqueza demuestran que en El Salvador, el 20% más rico de la población pasó de acaparar el 43% del ingreso en 1988, a poseer el 54.2% en los años 90s. Mientras el 20% más pobre redujo su participación en el ingreso nacional en cuatro años, de un 5.6% a un 3.4%.

Se puede asegurar entonces que la implementación del proceso de ajuste y las privatizaciones de los activos del Estado no han generado un ambiente donde las ventajas económicas producto de las dos actividades señaladas, se hayan traducido en beneficios y desarrollo para la mayoría de salvadoreños residentes en el territorio. Por el contrario:


-Han generado una grave y acelerada caída de la capacidad adquisitiva de la mayoría de la población.


-No se han tomado medidas económicas y sociales eficaces para compensar y reducir el impacto social del proceso de ajuste.


-No hay visos de que se quiera hacer una distribución equitativa del ingreso nacional.


-La privatización de los servicios públicos excluye a grandes sectores de la población a su acceso, el cual el Estado está .obligado a garantizar.

Por otra parte, el proceso de recuperación de costos por parte de los inversionista trae consigo dos grandes problemas: Los precios de los servicios se han visto incrementados, lo que reduce en gran medida las posibilidades de mejorar los niveles de vida de una gran parte de la población. Por otro lado, los ingresos que estos activos del Estado reportaban a la Hacienda pública, pasaran a manos privadas, lo que le reduce capacidad al Estado para cubrir ciertas necesidades básicas de la población, considerando que tampoco se verá efectiva la recaudación impositiva.

Según estudios de Naciones Unidas, el proceso de ajuste estructural y las privatizaciones en El Salvador, es uno de los más agresivos y ambiciosos de América Latina. En 1992, pagar los servicios públicos costaba un 14 % del salario mínimo urbano (810 Colones: $91), mientras que en la actualidad, cubrir estas obligaciones alcanza un 43% del actual salario mínimo (1,260 colones =$143) este porcentaje no incluye los gastos de alimentación, vivienda, salud y educación.

Seguramente podríamos extender más consecuencias, que de manera previsible se irán desprendiendo. El programa de ajuste estructural y particularmente el proceso de privatización ha venido a agravar la pobreza y las desigualdades sociales en el país y reproduce directamente, condiciones estructurales de graves violaciones a los derechos económicos, sociales y culturales de la población salvadoreña.

Desde la perspectiva de los derechos económicos, sociales y culturales, los cuales el Estado está en la obligación de respetar, proteger y cumplir, aun cuando se intente demostrar que no existen suficientes recursos,  El gobierno está en la obligación de adoptar medidas o programas relativos a aliviar los efectos de las políticas de ajuste y privatización, sobre todo con los grupos considerados más vulnerables.

La salud, intentos de privatización y lucha gremial

El actual gobierno, desde la toma de posesión, ha venido promoviendo iniciativas con el fin de privatizar los servicios de salud. Estas iniciativas han venido siendo apoyadas por la Asociación Nacional de la Empresa Privada y empresas financieras de seguros.

De acuerdo con las recomendaciones del BID, el gobierno debe emprender un proceso acelerado de reformas de los servicios públicos llamados de “segunda generación”. Así, según las estimaciones del BID, la falta de acceso a los servicios de salud por parte de los más pobres, se debe a un problema de gestión interna. …“Cuando los poderes públicos  no respetan su obligación de proveer infraestructura  básica , sería hábil delegar esta misión a prestatarios privados…nacionales o extranjeros”.

En esta línea, el gobierno de El Salvador, ha conformado un equipo de alto nivel que está negociando un tratado de libre comercio (TLC)  con Estados Unidos, de igual manera se está negociando, un Acuerdo General sobre el Comercio de Servicios (AGCS), este contiene una serie de disposiciones orientadas a la “liberación progresiva” de los servicios (públicos o privados).

El BID ha venido sosteniendo a partir del año 2000, en el marco del apoyo  a la transformación institucional del Instituto Salvadoreño de Seguridad Social, que son necesarias transformaciones instrumentales (legales) para su futura reforma estructural, esta reforma según el BID, es necesaria  a fin de reducir algunos conflictos políticos. Las recomendaciones también están dirigidas a mejorar la gestión hospitalaria mediante la descentralización, el establecimiento de un presupuesto por resultados y la subcontratación de servicios anexos o administrativos.

A mediados del 2002, el presidente Francisco Flores introduce a la Asamblea Legislativa tres anteproyectos de ley, los cuales conforman el llamado “ Nuevo sistema de salud provisional”, la intención del gobierno tiene dos objetivos, primero, sostener que los servicios pueden ser más eficientes si se considera la posibilidad de prestarlos de manera mixta con la iniciativa privada y segundo, para un futuro cercano, llevar al sistema de salud a una reforma integral que estaría dirigido a la prestación de servicios privados de seguridad social.

Las reformas propuestas en para el sector de Seguridad Social, estarían entregando el poder de decisión a un consejo para que sea este el que decida el arrendamiento de hospitales u otros edificios del ISSS (el Consejo estaría conformado por representantes del gobierno, la empresa privada y trabajadores). Por otra parte, ya se ha iniciado con la concesión a empresarios privados (ligados al gobierno) de los servicios de lavandería, limpieza y alimentación. Ahora, crece el interés por la privatización del servicio de parte de bancos y aseguradoras que identifican cerca de 500 000 contribuyentes o clientes potenciales.

Frente a estas pretensiones, desde hace varios años, el gobierno fomenta la precariedad y el deterioro del sistema público de atención a la salud, de esta manera lo hace parecer no funcional y obsoleto (falta de medicinas, material quirúrgico, equipamiento, servicios de atención local, etc.)

La pretendida reforma, pretende la contratación de médicos por visita o consulta y cuestiona el sistema de plazas y estatuto salarial actual de médicos especialistas, simultáneamente se acelera un proceso de despido de activitas sindicalistas en el sector.

En septiembre del año pasado, médicos y trabajadores del ISSS, apoyados por otras instituciones públicas del sector salud, iniciaron una serie de protestas en contra de las pretendidas reformas, los desconformes presentan una contrapropuesta a la Asamblea Legislativa con el fin de impedir la privatización del sistema de salud. Los partidos de oposición en el congreso aprueban esta iniciativa que luego es cambiada y es aprobado un nuevo Decreto (1107) en el mes de diciembre, el cual entre otras cosas establece: artículo 3.- … ”se podrá autorizar la concesión, la compra de servicios, la tercerización, cada vez que sea necesario suplir las deficiencias de los servicios de salud del régimen de salud pública y del Seguro Social”. 

Una serie de marchas y actos de protesta se generan en la capital y otras ciudades de importancia, los médicos suspenden las consultas especializadas y otros servicios, solo atienden emergencias, las autoridades del Instituto inician un proceso de despidos y subcontrataciones, el conflicto se agrava y se prolonga.

En abril del 2003, a manera de generar entendimientos, el congreso aprobó un nuevo decreto (1207) para “garantizar la estabilidad y la protección de los trabajadores del ISSS y del Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social, en el marco del conflicto del sector salud”, se recomienda a las autoridades, iniciar un proceso de diálogo para superar las diferencias y permitir el reinstalo de los despedidos y la normalización de los servicios de atención.

9 meses después de iniciado el conflicto, aún con un alto grado de intransigencia e incumplimientos de acuerdos por parte de las autoridades del ISSS, los médicos y trabajadores reinician sus actividades. Las lecciones son varias, se destacan entre ellas, la inviabilidad de la reforma del sistema actual, es necesario modernizar el sistema prestándole más atención y financiamiento, el gremio médico y los trabajadores se encuentran unidos y concientes ante las pretensiones privatizadoras, los derechohabientes resultaron ser los más afectados, muchos médicos aún reclaman salarios no cancelados.

La protección de los DESC

El proceso de ajuste estructural de la economía y su etapa de privatizaciones de los activos del Estado, no solo repercute de forma directa en el fenómeno de la crisis económica y social sino que además, incide en el campo de los derechos reconocidos a la población por medio de la constitución y las obligaciones internacionales en el campo de los derechos humanos.

Las medidas económicas implementadas por los gobiernos neoliberales inciden directamente en la vigencia, respeto y garantía de los derechos económicos, sociales y culturales de los salvadoreños, en la medida que son enajenadas empresas y servicios públicos que han sido concebidas como tales y que proporcionan servicios esenciales gratuitos o a bajo costo a la comunidad.

Los bienes del Estado destinados a servir a sus habitantes, constituyen un patrimonio de toda la sociedad y no pueden ser transferidos a empresas nacionales o extranjeras con ilimitada discrecionalidad, ello afecta directamente los fines encomendados por la constitución al Estado.

Trasladar bienes y servicios estables y rentables produce un desequilibrio social y económico, sobre todo cuando estos recursos o servicios, están destinados a satisfacer necesidades sociales. Son recursos de rentabilidad social convertidos ahora en recursos de rentabilidad económica.

El Artículo 1 de la Constitución vigente desde 1983, reconoce que la actividad del Estado tiene como principio y fin a la persona humana, esto coincide plenamente con el objeto y fin de los instrumentos internacionales en materia de derechos humanos, se establece la obligación básica que tiene el Estado de asegurar a todos y a cada uno de sus habitantes los derechos fundamentales. Esta disposición para ser efectiva requiere de acciones legislativas y administrativas.

-Protección a la familia. La familia esta considerada como la base de la sociedad, por lo tanto debe tener la protección estatal apropiada, mediante la legislación conveniente y los servicios apropiados para su integración,  bienestar y seguridad social.

-El derecho al trabajo está reconocido como una actividad  protegida por el Estado de tal manera que permita a todas las personas, ganarse la vida y lograr su desarrollo economico, social y cultural. La seguridad social al igual que el empleo es un bien público fomentado y protegido por el Estado.  

-Derecho a la salud. El Estado ha asumido la responsabilidad de asegurar a sus habitantes la protección de la salud mental y física, de tal manera que debe procurar la existencia de hospitales, centros de salud, infraestructura, equipo y personal para prestar servicios al más alto nivel. El Estado está además en la obligación de desarrollar programas de salud preventiva.

El Estado está en la obligación de facilitar y proporcionar una vida digna a todos sus habitantes.

Recursos Naturales

Valga decir que El Salvador es uno de los países más desforestados de América Latina, después de Haití. El déficit se agrava cada día más ante la ausencia de políticas públicas frente a los grandes depredadores y contaminantes. Su deterioro se traduce en dificultades para sustentar necesidades básicas de la población y consecuentemente frena las posibilidades de superar los niveles de desarrollo. 

En El Salvador, a parte de las extractoras de cemento para la construcción  no se ha procedido a privatizar recursos naturales, simplemente porque son demasiados escasos. Existen indicios de querer privatizar la generación de energía eléctrica, sobre todo la geotérmica y la generada por represas estatales.

� Sinopsis del informe sobre Desarrollo Humano en El Salvador 2001-San Salvador.


� Datos estimado, El Salvador cuenta con una población de 6.6 millones de habitantes, dos de los cuales se encuentran viviendo y trabajando en los EEUU y otros países.


� En la escala del PNUD un país posee un Desarrollo Humano Alto si el índice es igual o superior a 0.800 y de desarrollo bajo, si el índice es inferiro al 0.500.


� “Crecimiento Estéril o Desarrollo?, Roberto Rubio, Joaquín Arriola y Víctor Manuel Aguilar. Publicación de FUNDE, San Salvador 1996, pág 107





